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El objeto 
del derecho 
constitucional 
a la vivienda 
no es 
garantizar 
a todos los 
ciudadanos 
la posesión 
en régimen 
de propiedad, 
o en 
arrendamiento, 
de una 
vivienda 
como bien 
patrimonial, 
sino satisfacer 
la necesidad 
de un techo o 
alojamiento 
digno.

2.2 
Vivienda
el impacto de la crisis económica condiciona la realización 
del derecho a una vivienda digna y adecuada en los 
tiempos actuales, lo que necesariamente influye de manera 
fundamental en las políticas públicas que deben desarrollarse 
en esta materia.

en nuestras Memorias Anuales de los ejercicios anteriores, 
no nos hemos cansado de decir que el derecho a la vivienda, 
junto con el derecho al trabajo, han sido de los más duramente 
castigados durantes estos últimos años. A este respecto, 
y aunque a la Defensoría no le corresponde marcar las 
políticas públicas, desde nuestra oficina sí hemos venido 
observando, las medidas que, hasta ahora, se han puesto en 
marcha para, de alguna manera, abordar en su complejidad 
el problema, llevando a cabo una serie de actuaciones, tanto 
a raíz de las quejas individuales como de las de oficio.

Hay que destacar, que el objeto del derecho constitucional 
a la vivienda no es garantizar a todos los ciudadanos la 
posesión en régimen de propiedad, o en arrendamiento, 
de una vivienda como bien patrimonial, sino satisfacer la 
necesidad de un techo o alojamiento digno. Queremos 
llamar la atención sobre el hecho de que la no satisfacción 
del derecho a la vivienda en Andalucía para un amplio 
segmento de población, no es un hecho nuevo, aunque sí 
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agravado en las circunstancias actuales, por lo que a la anterior 
situación estructural de insuficiente oferta de vivienda protegida 
en alquiler para las familias con menos recursos, se une la situación 
coyuntural de los efectos de la crisis económica.

Pues bien, lamentablemente, hemos de decir que su impacto, se 
sigue haciendo notar, con más fuerza si cabe, en la economía de los 
hogares andaluces, provocando el aumento de las personas que 
careciendo de medios económicos suficientes para poder acceder 
a una vivienda digna, demandan la intervención de la Administración 
a tal fin.

la otra cara del problema, la encontramos en los poderes públicos, 
quienes, si bien es cierto que son, por imperativo legal, los obligados a poner en práctica 
las medidas necesarias en aras a garantizar el derecho constitucional a una vivienda digna 
y adecuada, lo cierto es que, en parte, no han sabido atender sus obligaciones, al tocar 
de lleno la devastadora crisis económica, las políticas públicas que deben desarrollarse 
en materia de vivienda.

en estos años de crisis, hemos verificado la existencia de un gran sector de la población 
en situación de exclusión, en lo que concierne al disfrute de este derecho. se trata de 
un colectivo cada vez más numeroso, en la medida en que esta demanda no encuentra 
respuesta ni en el mercado libre de vivienda, ni en el protegido, pese a que las personas 
solicitantes se encuentran en situaciones de extrema precariedad.

Asimismo, hemos comprobado, una y otra vez, la existencia de infinidad de personas 
que afectadas por la situación económica que vive el país, se han visto, en el mejor de 
los casos, obligados a reestructurar su crédito hipotecario; en otros supuestos tuvieron 
que entregar la vivienda para poder liquidar la deuda (dación en pago) y, finalmente, 
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en demasiadas ocasiones, ha tenido lugar la ejecución hipotecaria y el correlativo 
desahucio. es aquí donde tenemos que llamar la atención sobre el elevado número 
de personas menores, que se ven abocadas, ante la imposibilidad de que sus padres 
puedan hacer frente a la deuda hipotecaria, a tener que sufrir en primera línea, como 
protagonistas, los efectos de los desahucios.

Aquí también merecen ser mencionados, como afectadas por estos procedimientos, las 
personas, normalmente familiares directos, que han avalado el préstamo hipotecario 
ejecutado con sus propios bienes, lo cuales, lamentablemente corren la misma suerte 
que los deudor principal. las medidas puestas en marcha por el Gobierno de la nación 
para paliar los efectos de los desahucios por ejecuciones hipotecarias, a nuestro juicio 
han sido bastante pobres, si ponemos en conexión los resultados de las medidas 
de protección de los deudores hipotecarios que se han ido aprobando en sucesivas 
normas, con el número de ejecuciones hipotecarias que han terminado con la pérdida 
de la vivienda habitual.

en todos estos casos, hemos llevado a cabo actuaciones de mediación ante las entidades 
financieras implicadas, habiéndose conseguido un nivel satisfactorio de aceptación 
por aquellas de las pretensiones de las personas afectadas. nos encontramos pues, 
ante un problema social de enorme magnitud y que por tanto era, y debería ser, un 
problema político de primer orden.

Así, ante la dramática situación creada y que afecta a la vivienda protegida, en el 
marco de nuestra comunidad autónoma desde esta Institución venimos reclamando, 
insistentemente, que las políticas de vivienda no tienen que ser generadoras de bienes 
destinados a formar parte del patrimonio de la ciudadanía en un país donde, con sus 
ventajas e inconvenientes, se ha fomentado siempre este modelo, siendo así que más 
del 82% de las viviendas existentes se tienen a título de propiedad. 
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creemos que, dada la situación actual, es momento de apostar, decidida y mayoritariamente, 
por la rehabilitación de los inmuebles existentes, su reciclaje completo, cuando no 
sea posible esta, la creación de un gran parque de vivienda protegida de alquiler y 
aprovechar con esta finalidad la oportunidad que pueden ofrecer las viviendas que 
poseen las entidades financieras a precios asequibles y, de manera singular las que 
están calificadas como protegidas. Y es que, actualmente, la mayoría de los demandantes 
de vivienda aceptarían de buen grado acceder o mantener un techo digno en régimen 
de alquiler donde poder desarrollar su vida personal y familiar.

Detrás de cada queja que recibimos, se esconden situaciones como poco, dramáticas. 
nos encontramos con familias que han perdido su vivienda, como consecuencia de 
un procedimiento de ejecución de título hipotecario, tras haber invertido en ella los 
ahorros de toda una vida, encontrándose en la calle, sin un techo donde cobijarse, 
viviendo en un coche o una furgoneta o, en el mejor de los casos, son acogidos por 
familiares, produciéndose situaciones habitacionales que creíamos superadas desde 
hace tiempo para la inmensa mayoría de la población y que están lejos de cumplir con 
las condiciones de dignidad y adecuación de la vivienda, nos referimos a la vuelta al 
hacinamiento en el que conviven muchas de estas familias, entre las que la convivencia 
diaria se ha convertido en un auténtico infierno.

De esta forma, hemos de llamar la atención sobre, el perfil, en estos momentos de 
crisis, de las personas demandantes de una vivienda protegida, que no es el de hace 
ya algunos años, sino que la mayoría de demandantes de estas viviendas, se encuentra 
en una precaria situación económica, muchos de ellos, en situación declarada de riesgo 
de exclusión social.

Por consiguiente, podemos concluir que la demanda de vivienda de promoción 
pública continúa dirigida, fundamentalmente, a las viviendas de promoción pública de 
titularidad de la comunidad Autónoma, popularmente conocidas como viviendas de 



29Informe Anual DPA 2014bAlAnce Del Defensor

segunda ocupación, a las que se accede por la vía de excepción al registro Municipal 
de Demandantes de vivienda protegida, a propuesta de los servicios sociales. sin 
embargo, hemos podido comprobar que en nuestra comunidad Autónoma, no hay 
suficiente oferta de viviendas protegidas en alquiler adecuadas a los perfiles de la que 
percibimos como actual demanda. Por lo que no se puede satisfacer en un número muy 
elevado la demanda existente, lo que origina la desesperación de muchas personas 
que se dirigen en queja ante esta Institución.

en esta línea, hemos de destacar que son muchas las familias que se han visto obligadas 
a acceder a inmuebles tanto de propiedad privada como pública, en la mayoría de los 
casos de forma irregular, que no tienen la consideración de viviendas o que aún siendo 
consideradas como tales, no reúnen condiciones mínimas de habitabilidad, tratándose 
más bien de infravivienda, sin luz, ni agua, conviviendo con roedores e insectos.

Desde la Defensoría, no podemos amparar este tipo de situaciones. sin embargo, ello 
no es óbice para que denunciemos que este fenómeno está poniendo de manifiesto la 
necesidad urgente y, en muchos casos, de emergencia, de muchas familias andaluzas 
de satisfacer su necesidad de vivienda, sin que haya una suficiente oferta de viviendas 
de titularidad pública que permita solucionar este tipo de situaciones. Una situación 
que choca frontalmente con el conocimiento de la existencia de un gran número de 
viviendas vacías en nuestra comunidad Autónoma.

otro bloque de quejas que se han presentado ante esta Institución, es aquel en las que 
las personas que se dirigen a nosotros plantean la imposibilidad de pagar el alquiler 
de viviendas protegidas, propiedad de organismos públicos, a causa de no disponer 
de recursos económicos suficientes, hayan acumulado o no, deudas pendientes por 
impago de la renta, por lo que solicitan rebajas o aminoración en el importe del alquiler 
y el fraccionamiento y aplazamiento del pago de las deudas acumuladas.
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Hay que decir que la respuesta dada por las administraciones a las que nos hemos dirigido 
en demanda de información ha sido siempre proclive a conceder los aplazamientos y 
fraccionamientos de deudas de alquiler, cuando no a aminorar el importe de la renta y 
adaptarlo a las especiales circunstancias económicas en las que se encuentre la familia 
afectada, al mismo tiempo que prácticamente se han suspendido los desahucios y 
lanzamientos de viviendas protegidas basados en esta causa, hasta tanto mejoren las 
circunstancias económicas.

Así pues, hemos de reiterar, que las administraciones titulares de los inmuebles 
deben gestionarlos de manera eficiente, lo que exige un esfuerzo de gestión y, en 
algunos casos, la puesta en marcha de programas de tutela y acompañamiento social 
que hagan posible la normalización en el cumplimiento de los contratos, evitando la 
situación en la que se encuentran bastantes inmuebles de viviendas propiedad de 
las administraciones, donde el impago reiterado de los gastos comunes y del alquiler, 
ocasiona perjuicios que pueden afectar a las condiciones de dignidad de las viviendas 
en cuestión, provocándose situaciones de difícil solución, al mismo tiempo que puede 
propiciar el que las personas que sí los afrontan se sientan desmotivadas para continuar 
asumiendo sus obligaciones dado el esfuerzo que para muchas de ellas, esto supone.

De otra parte, hemos de decir que, la situación de crisis ha seguido afectando 
sobremanera a los programas de vivienda al amparo de los sucesivos Planes de 
Viviendas, tanto los estatales como los Autonómicos. 

Así los drásticos ajustes presupuestarios que paulatinamente se han venido acordando 
por los poderes públicos durante los últimos años, han dificultado, cuando no 
directamente impedido, el reconocimiento y abono de las ayudas en los diversos 
programas previstos, provocando situaciones muy dramáticas entre los afectados. Y mas 
aún, si cabe, en los supuestos en los que ni siquiera se contesta la solicitud.
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en este rápido repaso, no podemos olvidarnos de las 
personas sin hogar, es decir de las que literalmente viven 
en la calle. los poderes públicos no pueden mirar para 
otro lado, ante la creciente demanda de las personas 
sin hogar, de albergues u otros alojamientos temporales 
destinados a facilitar un lugar donde poder cobijarse.

otras cuestiones que hemos tratado en estos años, están 
íntimamente relacionadas con el concepto de vivienda 
digna, siendo muchas las quejas de personas que solicitan 
poder cambiar o permutar su vivienda protegida por otra 
que mejor se adecue a sus circunstancias personales. Y 
es que en Andalucía, cientos de miles de personas viven 
prisioneras en sus viviendas. basta con que se les dote 
de ascensor para que las viviendas puedan recibir el 
calificativo de dignas y adecuadas.

Para concluir, hemos de manifestar que esta Institución, 
se encuentra especialmente preocupada por el excesivo 
retraso que preside la aprobación definitiva del nuevo 
Plan de Vivienda y rehabilitación de Andalucía, y las 
consecuencias negativas que esta dilación está proyectando 
hacia aquellas personas más vulnerables. el borrador del 
nuevo Plan de Vivienda, define unas líneas de actuación y 
unos programas destinados a dar una respuesta eficaz y 
eficiente a esta dramática situación que, en relación con 
el acceso a una vivienda digna, lamentablemente vive un 
sector muy numeroso de la población andaluza. Y muy 
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especialmente, en los supuestos de emergencia habitacional, 
favoreciendo a las familias con menos recursos y en riesgo de 
exclusión social.

en efecto, el espíritu que persigue el legislador al elaborar 
este nuevo Plan de Vivienda Andaluz, así como los objetivos, 
actuaciones y programas diseñados resultan de todo punto 
plausibles, y no dudamos que aportarán una luz en este 
enorme y oscuro túnel en el que muchas familias se encuentran 
atrapadas, en la búsqueda sin solución, a su problema de 
vivienda. lo que choca frontalmente, con la dilación que está 
caracterizando su aprobación y que esta Institución viene 
denunciando insistentemente por ser el instrumento necesario 
para dar satisfacción al derecho constitucional a la vivienda.

Hemos 
apreciado un 
significativo 
aumento de 
quejas por 
problemas 
económicos 
y sociales 
relacionados 
con el alto 
índice de paro, 
la bajada 
del nivel 
adquisitivo, 
el deterioro 
de las 
condiciones 
de vida de la 
población y la 
falta de redes 
sociales para 
su atención. 


